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Pereira, doce (12) de julio de dos mil diecisiete (2017)

  Acta de Aprobación N° 355
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora DIANA MARÍA ARIAS GARCÉS, contra el fallo proferido por el Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con funciones de conocimiento de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela en la que figura como accionado EFIGAS S.A. E.S.P. y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios -en adelante Superservicios-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el apoderado de la señora ARIAS GARCÉS se pueden sintetizar así: (i) en marzo 19 de 2012 la señora MAGNOLIA OSPINA PORRAS, como arrendataria del inmueble ubicado en la calle 12 N° 15-13 Edificio Mirador del Parque, sin permiso alguno contrató con EFIGAS S.A. el servicio de gas domiciliario, su instalación y la conversión de la estufa de gas, de lo cual no informó a los propietarios, y días después desocupó el inmueble con la deuda pactada en la matrícula. Se aclara de todos modos, que EFIGAS no realizó la instalación de las acometidas internas, ya que la inquilina no residía en la vivienda, aunado a la mora en que incurrió; (ii) la señora DIANA MARÍA ARIAS GARCÉS adquirió dicho apartamento con sus ahorros y solicitó a EFIGAS S.A. el gas domiciliario, a consecuencia de lo cual le indicaron que la señora MAGNOLIA OSPINA había obtenido ese servicio y por ende para poder acceder al mismo debería sufragar el costo de instalación y los intereses moratorios, recargos, y demás originados en ese incumplimiento; (iii)  posteriormente llegó un documento de cobranza dirigido a MAGNOLIA OSPINA por la suma de $2`956.815.oo; (iv) la actora no tiene gas en su inmueble, lo que la perjudica porque requiere del mismo, el cual no le es prestado hasta que dicha deuda sea sufragada; (v) aunque pidió a EFIGAS que se realizara la instalación y se cobrara por dicho servicio, mas no por sumas moratorias y gastos de cobranza que nada tienen que ver con ella, se le negó lo pretendido al no soportarse que la señora MAGNOLIA fuera inquilina del predio, máxime que tratándose de servicios públicos cualquier persona está facultada para contratar; (vi) la actora interpuso recurso de reposición y apelación contra la repuesta entregadas por EFIGAS en diciembre 6 de 2016, el cual es rechazado por dicha empresa en diciembre 29 de 2016, frente a lo cual se interpone recurso de queja, pero dicha entidad mediante decisión de marzo 16 de 2017 se declaró inhibida para el trámite de apelación, al considerar que lo debatido escapa de su competencia al tratarse de un proceso de renegociación de deudas contraídas por una actividad proporcionada y no sobre su eficiente prestación, todo lo cual se considera injusto y no se ajusta a derecho porque se le está exigiendo el pago de un dinero al que no está obligada, ya que no fue adquirido por la actora y por tanto no fue ella quien incumplió lo pactado.

Pide por tanto que se amparen sus garantías fundamentales al debido proceso, igualdad ante la ley, dignidad humana, mínimo vital en conexidad con el acceso a los servicios públicos, y en consecuencia se ordene a EFIGAS S.A. E.P.S., ya sea por decisión propia o por acto administrativo de la Superservicios, que proceda a instalar el gas, la conversión de la estufa, y que efectúe el cobro solo de los gastos de colocación y puesta en marcha del mismo, sin recargos, ni intereses, ni gastos de cobranza, causados con la relación contractual anterior.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió y le corrió traslado a las entidades accionadas quienes al respecto así se pronunciaron:
- El Secretario General y Jurídico de EFIGAS S.A. E.S.P.,  expone lo siguiente: (i) la señora MAGNOLIA OSPINA PORRAS contrató con dicha empresa la instalación de gas natural domiciliario en marzo 19 de 2012 en el predio ubicado en la calle 12 N° 15-13 Apto. 202 Edificio Mirador del Parque; (ii) conforme la normativa vigente, quien hace uso del inmueble no requiere autorización del propietario para suscribir documentos inherentes a la prestación del servicio o actividades complementarias; (iii) aunque el artículo 15 de la Ley 820 de 2003 pretende derogar la solidaridad contenida en el artículo 130 de la Ley 142 de 1994, en dicha norma no se señala de forma expresa tal derogatoria, y el artículo 186 de esta última legislación dispone que en caso de conflicto de leyes prevalecerá la 142 de 1994, lo que implica que la solidaridad entre propietario, suscriptor o usuario aún existe respecto de las obligaciones nacidas del contrato de servicios públicos; (iv) igual situación acontece con lo reglado en el artículo 44 de la Ley Antitrámites 0019 de 2012; (v) EFIGAS, sí realizó la instalación de la red interna requerida para el referido predio, como se desprende de la documentación adjunta; (vi) de la petición elevada por la actora en diciembre 2 de 2016, se le dio respuesta en diciembre 6 de 2016, y contrario a lo dicho por la misma, no se ha negado a brindar el suministro de gas domiciliario, pues por el contrario se le han indicado las condiciones en las cuales puede requerir su reconexión; (vii) para proceder a la reconexión del gas, los gastos que se le cobran a la señora DIANA MARÍA ARIAS GARCÉS se dan en razón de la construcción de la red interna, así como por reconexión del servicio, obras que son accesorias a la propiedad; (viii) se entiende que al momento de comprar el inmueble, obró por mandato legal la cesión de cada uno de los servicios públicos que al instante de la enajenación tenía la vivienda, como así lo reza el contrato de condiciones uniformes; (ix) del mismo contrato se establece la solidaridad entre el propietario del bien, el suscriptor y el usuario respecto de las obligaciones y derechos derivados del respectivo documento; (x) EFIGAS está facultada para el cobro de la cartera morosa, máxime cuando se presenta una mora de tal antigua como la del predio aludido, esto es, desde el año 2012, por lo cual puede perseguir el pago de la suscriptora del servicio o de la propietaria del inmueble; (xi) si bien el canon 365 Superior refiere que los servicios públicos deben ser entregados a todos habitantes del territorio nacional, tales garantías no son absolutas, pues deben darse las circunstancia técnicas para tal prestación, que para el gas domiciliario en cuanto a los aspectos relativos a conexión y procedimiento para ello, se encuentra contenido en la resolución CREG 067 de 1995; (xii)  hace alusión a las normas de la Ley 142 de 1994 relativas a la existencia del contrato de servicios públicos domiciliarios, de la solidaridad existente en tal materia, así como al procedimiento para efectuar reclamación ante la empresa e igualmente a la improcedencia de la acción constitucional, la cual no puede ser usada como mecanismo de carácter residual y subsidiario cuando existan otros mecanismos de defensa judicial, salvo para evitar la comisión de un perjuicio irremediable, y en este caso la actora podría agotar el procedimiento contenido en la Ley 142 de 1994, como así lo hizo por medio de los derechos de reposición y apelación que fueron extemporáneos, al igual que el de queja ante la Superservicios, por lo cual ya se encuentra culminada la vía gubernativa y  la decisión adoptada por la empresa está en firme; y (xiii) estima que en este caso no se halla probado un perjuicio irremediable y por ende debe dar trámite negativo a la tutela impetrada, al no cumplir con los requisitos para su procedencia. Pide su desvinculación de esta tutela.

3.2.- El Director Territorial Occidente de la Superintendencia de Servicios, informó lo siguiente: (i) dicha entidad es un órgano de segunda instancia que vigila las actuaciones de las empresas que prestan servicios públicos domiciliarios, dentro del marco de ejecución del contrato de condiciones uniformes, pero con antelación a su conocimiento la empresa que lo brinda debe agotar el procedimiento reglado en el canon 152 de la Ley 142 de 1994; (ii)  en relación con el recurso presentado contra la decisión de diciembre 6 de 2016 emitida por EFIGAS S.A. E.S.P., se resolvió en marzo 16 de 2017 inhibiéndose del trámite de apelación, pues el objeto debatido no está contemplado dentro de los asuntos contenidos en el artículo 154 de la Ley 142, por cuanto el tema debatido por la señora DIANA MARÍA ARIAS corresponde al pago de una suma de dinero adeudada por la arrendataria MAGNOLIA OSPINA, frente a la solicitud de instalación de gas domiciliario, todo lo cual se rige por el Código Civil; (iii) hace referencia a la solidaridad en materia de servicios públicos, contenido en el artículo 130 de la Ley 142 de 1994, la cual tiene su origen en la regulación de las obligaciones solidarias a las que se contrae el dispositivo 1568 C.C.; y (iv) pide en consecuencia se declare improcedente la acción contra dicha Superintendencia.

3.3.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de mayo 31 de 2017 declaró improcedente el amparo reclamado al considerar que lo buscado por la actora es que se le exima del pago de intereses de mora, recargos y gastos de cobranza por falta de pago de la matrícula e instalación del servicio que se encontraba en poder de otro propietario y arrendado a la persona que los solicitó, máxime que se avizora que la señora DIANA MARÍA está dispuesta a pagar los costos por matrícula y costos de montaje, y por tanto no se avizora la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga procedente la acción de tutela, al tratarse de un asunto meramente económico, que nada tiene que ver con derechos fundamentales.

4.- IMPUGNACIÓN

La fundamenta el apoderado de la actora de la siguiente forma: (i) la decisión del a quo es errada, pues no se pretende únicamente exonerar del pago de intereses y gastos de cobranza, porque lo que se busca es que se ordene a EFIGAS la instalación de gas domiciliario, a lo cual se niega hasta tanto no se le pague lo adeudado; (ii) EFIGAS siempre ha supeditado lo pedido al pago de todos los conceptos debidos, lo cual no es legal ni lógico, pues su representada no está en condiciones de hacerlo, y lo que se discute es que no exijan el pago de sumas moratorias, corrientes  y demás gastos, sin que con ello se hable de que es un asunto netamente económico, pues sí se afectan los derechos a la dignidad humana, vida, salud en conexidad con el acceso a servicios públicos; (iii) debió tener en cuenta el a quo que EFIGAS no instala el gas domiciliario hasta que se le sufrague lo debido; y (iv) pide se tutelen los garantías fundamentales reclamadas y se ordene a EFIGAS y a la Superservicios, el reconocimiento efectivo de la prestación del servicio de gas, y se proceda a su montaje y conversión de la estufa a gas, sin que sea excusa para ello el pago de los emolumentos adeudados.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo objetado, en cuanto amparó el derecho constitucional invocado. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

5.2.- Solución a la controversia 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

De las situaciones planteadas en sede de tutela y de conformidad con los elementos probatorios que se arrimaron al dossier, podemos establecer lo siguiente:

En este caso lo pretendido por la actora es la salvaguarda de sus prerrogativas a la igualdad, dignidad humana, mínimo vital en conexidad con el acceso a los servicios públicos, los cuales estima vulnerados por parte de EFIGAS S.A. E.P.S. y la Superservicios, por cuanto se le ha negado la instalación de gas natural en su residencia, amén de la deuda que dicho inmueble registra, toda vez que con antelación la arrendataria MAGNOLIA OSPINA PORRAS, quien lo había solicitado, no pagó los valores que ello representaba, a consecuencia de lo cual, solo si sufraga lo adeudado con sus respectivos intereses de plazo, mora, y gastos de cobranza, se procederá a realizar lo pedido.

La naturaleza de la acción de tutela como mecanismo subsidiario exige que se adelanten todas las acciones judiciales o administrativas alternativas para la solución de los conflictos, con el fin de que esta vía constitucional no se instituya como el único medio principal e idóneo para la protección de derechos, así que la actora no puede escoger entre acudir al mecanismo ordinario previsto en el ordenamiento jurídico e interponer la acción de tutela.

Lo anterior traduce que en caso de llegarse a considerar que le asiste razón a la tutelante en el derecho que invoca, si existen otros medios de defensa judicial por medio de los cuales puede buscar su protección y todavía no han sido agotados, de acuerdo con el principio de subsidiariedad la acción de tutela no puede prosperar.

Así se asegura porque como lo tiene debidamente decantado la jurisprudencia constitucional, en los casos en que existen otros medios judiciales de protección ordinarios al alcance del solicitante, la acción de tutela será procedente sólo si el juez constitucional determina que dichos mecanismos no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la salvaguarda de derechos esenciales. 

Con fundamento en lo anterior podemos afirmar, que de la información allegada se desprende que con miras a lograr que por parte de EFIGAS se procediera a la instalación de gas natural en la residencia de propiedad de la señora DIANA MARÍA ARIAS GARCÉS, esta allegó derecho de petición en diciembre 2 de 2016, al cual se le dio respuesta por parte de la entidad, en el cual se le indica que: “no se le está negando a la propietaria del predio la prestación del servicio, bien el mismo se encuentra dispuesto en el predio y bajo el contrato 365892, ahora, diferente situación es la cartera que el mismo presenta, una vez ello sea saneado mediante pago total de la obligación o una negociación sobre la misma, la empresa restablecerá el servicio […]”. Contra dicha decisión interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación, siendo resuelto el primero que le resultó negativo a sus intereses a la vez que se negó el recurso de apelación, por lo cual acudió al recurso de queja ante la Superservicios, entidad que se inhibió de desatar la alzada, al considerar que lo que se halla en juego son asuntos de índole económico, los cuales escapan a su conocimiento.

Nótese que si bien es cierto la señora DIANA MARÍA, por intermedio de apoderado, pide la instalación de gas domiciliario, lo que se sabe de la información inserta en el expediente es que por parte de EFIGAS y con fundamento en el convenio que suscribió quien en su momento ocupaba el inmueble en calidad de arrendataria, ya se realizaron todas las acometidas internas, pero no se han efectuado los pagos pertinentes para ponerlo en funcionamiento.

La demandante aduce que fue un tercero quien obtuvo tal servicio, lo cual se hizo con antelación a adquirir dicho predio, pero lo que se desprende es que cuando ésta compró la vivienda quedó automáticamente vinculada al contrato de condiciones uniformes, como así lo ha referido la accionada y se desprende del mismo. Y dentro de las obligaciones del suscriptor, propietario, usuario, poseedor o tenedor del bien, se encuentra la de estar a paz y salvo por todo concepto para adelantar cualquier trámite relacionado con las solicitudes de servicio.

Pese a que la actora refiere que no fue ella la que suscribió el acuerdo para la prestación de gas domiciliario, de lo cual tampoco tenía conocimiento el anterior propietario, pues la inquilina no pidió autorización alguna para tal efecto, frente a tal situación lo que se evidencia es la existencia de un conflicto de rango legal, toda vez que si bien para la accionante el permiso le es indispensable, para la empresa y pese a que con la expedición de la Ley 1820 de 2003 y el Decreto  0019 de 2012 -antitrámites- se pretendía derogar la solidaridad legal contemplada en el artículo 130 de la Ley 142 de 1994, en ninguna de esas normas se contempló de manera expresa tal circunstancia, por lo que en su criterio se entiende que: “[…] la solidaridad entre propietario, suscriptor y/o usuario respecto de las obligaciones derivadas del contrato de servicios públicos sigue existiendo, y solo se rompe en la medida en que se denuncia el contrato, en los términos indicados en la Ley 820 de 2003”.

Por lo tanto y como quiera que por parte de EFIGAS S.A. E.S.P. existió un pronunciamiento frente a la petición elevada por el apoderado de la actora, cuyo resultado le fue adverso a sus pretensiones, no es el juez constitucional el llamado a resolver sobre su legalidad
. Dicho asunto, en sentir de esta Corporación, debe ser debatido en sede de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, por ser la autoridad especializada en conflictos de tal categoría y está investida del poder para dirimir si dicha norma viola los principios y la normativa invocada por la demandante, más aun cuando en el expediente no obra evidencia alguna que amerite la inaplicación de la regla general de improcedencia para evitar la consumación de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales, ya que aunque se señala la presunta vulneración del mínimo vital, ello no es más que una mera enunciación, si tenemos en cuenta que la señora ARIAS GARCÉS está dispuesta a sufragar los gastos relativos a la matrícula e instalación del servicio que ha solicitado.

Por lo anterior, se estima que el medio idóneo y eficaz del que se dispone para solicitar la protección de sus garantías fundamentales, es el uso de acciones judiciales como la de revocatoria directa, de simple nulidad y/o de nulidad y restablecimiento del derecho, ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, cuyo procedimiento se muestra expedito para demandar el acto administrativo cuestionado, y no por medio de esta acción perentoria y sumaria.

Mírese incluso que al acudir la actora ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, dispone de la medida preventiva de la suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin consiste en solventar las posibles demoras presentadas como consecuencia del trámite normal del proceso. El artículo 238 de la Constitución Política, señala lo siguiente:

“La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.

Igualmente, el artículo 230 C.P.A.C.A., establece que en todos los procesos declarativos que se adelantan ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, el accionante dispone de la medida cautelar de la suspensión provisional que permite cesar temporalmente los efectos de los actos administrativos que son objeto de revisión judicial. Por ello, la señora DIANA MARÍA ARIAS GARCÉS no podía prescindir del mecanismo judicial de igual idoneidad y eficacia que la acción de tutela para la resolución de su conflicto, pues ello comportaría la desnaturalización de esta vía constitucional como un mecanismo subsidiario y la convertiría en principal. 
Así mismo y como quiera que el debate aquí surtido hace referencia a la suscripción del acuerdo para la prestación del servicio de gas natural domiciliario, al que se halla vinculada la actual propietaria del inmueble, conforme el contenido del contrato de condiciones uniformes, debe señalarse que en relación con los debates que surgen en la esfera de los contratos y los compromisos que se surgen de ellos, en la sentencia T-164 de 1997 la Corte Constitucional sostuvo que los conflictos surgidos de éstos, no son objeto de acción de tutela. Textualmente se sostuvo: 

 “(…) la Carta Política tiene una capacidad de irradiación sobre las leyes y sobre los contratos, pues la libertad contractual también está gobernada por el marco axiológico del Estatuto Superior, motivo por el cual el ejercicio de esa libertad no puede conducir a la arbitrariedad. 

“Empero, no significa lo anterior que los derechos surgidos de un contrato adquieran el carácter de constitucionales fundamentales y que los conflictos contractuales sean de naturaleza constitucional. Así lo ha entendido la Corte al indicar que “el derecho fundamental objeto de una acción de tutela debe corresponder a una consagración expresa y positiva efectuada directamente por el Constituyente que decide reservar ámbitos de la persona de la intromisión estatal o establece prestaciones o garantías que se incorporan como situaciones activas de poder de los sujetos oponibles al mismo. No tienen ese origen y mal puede pretender conferírseles ese carácter, las situaciones subjetivas activas o pasivas derivadas de la concesión recíproca de facultades que intercambian entre sí las partes de un contrato y que constituyen su contenido”.
 (Subrayas fuera del original). 
De igual forma, en sentencia T-304 de 2009 la Alta Corporación Constitucional, expresó:

“[…] el escenario propicio para resolver las diferencias suscitadas con motivo del cumplimiento o incumplimiento de un contrato o para definir derechos litigiosos de contenido económico, es el de las acciones ordinarias y no así la acción de tutela
. 
Por ende, no es suficiente que se alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental
 para que se legitime automáticamente la procedencia  de ese mecanismo constitucional, puesto que la tutela no puede utilizarse arbitrariamente, en especial si los derechos involucrados en la situación jurídica que se analiza, son objeto de debate legal  y de contradicciones jurídicas relevantes entre las partes, ya que ello exige la definición y evaluación sobre las cláusulas contractuales y la determinación del alcance de los derechos sustanciales existentes entre ellas. Sobre este punto la Corte ha considerado adicionalmente que "el alcance del amparo constitucional no puede cobijar la definición de controversias jurídicas legalmente reguladas, como serían las atinentes al reconocimiento de los derechos que se deriven de una relación contractual, pues de un lado, estas controversias cuentan en el ordenamiento jurídico con los mecanismos de solución pertinentes y, del otro, su debate no es propiamente constitucional"
. -negrillas de la Sala-
Ello, como una razón más para indicar que el mismo legislador ha dispuesto de herramientas procesales para que DIANA MARÍA ARIAS acuda a buscar la protección de sus derechos, lo que en consecuencia configura una causal de improcedencia de la tutela, según lo prevé el numeral 1º, artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. Frente al tema igualmente se dijo en sentencia T-344/08:
“3.1 De acuerdo con el inciso 3 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “[S]olo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” Así mismo, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela es improcedente en los casos en que el accionante tenga a su alcance otros recursos o medios de defensa judiciales para la protección de sus derechos.
 
3.2 En este sentido, esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela obedece al principio de subsidiariedad, es decir, no es un mecanismo de defensa judicial alternativo o supletorio de los recursos o medios ordinarios previstos por el legislador para el amparo de un derecho; no puede ser empleada para revivir oportunidades procesales vencidas como consecuencia de la inactividad injustificada del interesado; y, no constituye un último medio judicial para alegar la vulneración o afectación de un derecho.
3.3 En efecto, conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes.”
 -negrillas fuera de texto-
Como quiera entonces que la Colegiatura se encuentra frente a un conflicto que abarca temas de índole legal y contractual, el cual no puede ser dirimido por la justicia constitucional, sino por la jurisdicción ordinaria, donde luego del debate probatorio con plena garantía de los principios de inmediación y contradicción de las entidades involucradas se debe adoptar la decisión que corresponda,  ello  conlleva predicar  que no es  la  acción constitucional el medio idóneo por medio del cual se deban proteger los derechos presuntamente vulnerados, máxime que lo pretendido es lograr la exoneración del pago de unas sumas de dinero derivadas de la instalación del servicio de gas natural domiciliario en la vivienda adquirida por la accionante, para lograr de esa manera la reconexión.

En ese orden de ideas, la Corporación acompañará la determinación del funcionario a quo, por encontrarla ajustada a derecho.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Asuntos Penales de Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con funciones de conocimiento de Pereira Risaralda, con ocasión de la acción constitucional presentada por la señora DIANA MARÍA ARIAS GARCÉS.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS        JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

El secretario de la Sala,
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA        
� Frente a la procedencia de la acción de tutela para controvertir las actuacioines de las empresas prestadoras de los servicios públicos domiciliarios, ver las Sentencias T-216 de 2006, T-328 de 2009 y T-331 de 2010.


� Sentencia T-242 de 1993. 


� Cfr. Sentencia T-1121 de 2003. M.P. Álvaro Tafur Gálvis. 


� Sentencia T-1121 de 2003. M.P. Álvaro Tafur Gálvis. 


� Sentencias T-605 de 1995.


� Sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008, T-043 de 2007.
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